
27078 Viernes 22 junio 2007 BOE núm. 149

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifestados 
por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria 
y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no tiene por qué 
especificar cuáles son esas facultades representativas contenidas en
la escritura de apoderamiento que considera suficientes. Y el juicio de 
suficiencia del Notario está correctamente expresado, ya que resulta
congruente con el contenido del negocio jurídico documentado en el 
título, siendo este aspecto capital el que debería haber calificado el Regis-
trador.

Además, dicho juicio de suficiencia, emitido sin salvedad alguna, tam-
poco puede quedar empañado por la afirmación del Notario sobre ese 
carácter parcial de la copia autorizada de la escritura de apoderamiento 
(Vid. Resolución de 21 de diciembre de 2006).

Según el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, el Registrador habrá de 
efectuar su calificación por lo que resulte del propio título y de los asien-
tos del Registro. En este ámbito, el juicio que el Notario ha emitido sobre 
la suficiencia de las facultades representativas en la escritura calificada 
no resulta contradicho por el contenido de ésta, y la referencia que la 
calificación impugnada hace a determinados requisitos adicionales para 
el caso de que se trate de copia parcial de la escritura de apoderamiento 
sólo se basa en la mera elucubración del Registrador que parece más 
inclinada a poner trabas a la calificación notarial de la suficiencia de tales 
facultades que a respetar la norma del artículo 98 de la Ley 24/2001. Así, 
dicha calificación implica la revisión de una valoración –el juicio de sufi-
ciencia de las facultades representativas de quien comparece en nombre 
ajeno– que legalmente compete al Notario, con el alcance que ha sido 
expresado en los precedentes fundamentos de derecho. Por ello, la califi-
cación impugnada carece de todo fundamento legal y excede del ámbito 
que le es propio, conforme a los artículos 18 de la Ley Hipotecaria, 98 de 
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y 143 del Reglamento Notarial, según 
el criterio de este Centro Directivo que resulta de anteriores resoluciones 
por las que ha resuelto recursos frente a calificaciones negativas análogas 
a la ahora impugnada.

6. Por último, esta Dirección General entiende que, a la vista de la 
calificación impugnada, pueden existir causas que justifiquen la apertura 
de un expediente disciplinario conforme al artículo 313, apartados B).k), 
de la Ley Hipotecaria, pues el Registrador procede en dicha calificación 
en sentido materialmente contrario al reiterado criterio de este Centro 
Directivo en las sucesivas resoluciones por las que ha resuelto recursos 
frente a calificaciones negativas que tienen como objeto la aplicación del 
artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y que son citadas en la 
presente, entre ellas las de 21, 22 y 23 de febrero, 1 de abril y 4 de mayo
de 2005 que estimaron recursos interpuestos contra calificaciones del 
propio Sr. Arnáiz Eguren).

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 30 de mayo de 2007.–La Directora general de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 12320 RESOLUCIÓN de 31 de mayo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Madrid don Carlos Entrena 
Palomero, contra la negativa del registrador de la propie-
dad n.º 19, de Madrid, a inscribir una escritura de prés-
tamo con garantía hipotecaria.

En el recurso interpuesto por el Notario de Madrid don Carlos Entrena 
Palomero contra la negativa del Registrador de la Propiedad número 19 
de Madrid, don Rafael Arnáiz Eguren, a inscribir una escritura de prés-
tamo con garantía hipotecaria.

Hechos

I

El día 15 de diciembre de 2006 don Carlos Entrena Palomero, Notario 
de Madrid, autorizó una escritura de préstamo con garantía hipotecaria 
concedido por determinada sociedad.

En dicha escritura se expresa que la citada entidad prestamista, cuyas 
circunstancias identificativas se detallan (entre ellas las relativas a la 
escritura de constitución, su objeto social y a su inscripción en el Registro 

Mercantil), está representada por el apoderado don Jonatan G.T.; que 
acredita la representación mediante una escritura de poder conferido en 
su favor por dicha entidad (escritura de apoderamiento cuyos datos se 
reseñan, con indicación del Notario autorizante, fecha de otorgamiento y 
número de protocolo).

El Notario Sr. Entrena Palomero expresa que se le exhibe copia autén-
tica de dicha escritura de poder «pendiente de ser inscrita en el Registro 
Mercantil de Madrid»; y añade que de dicha escritura, a su juicio y bajo su 
responsabilidad, resulta que el compareciente tiene facultades represen-
tativas suficientes para formalizar dicha escritura por cuanto que está 
expresamente facultado para conceder toda clase de préstamos y aceptar 
toda clase de garantías reales sobre inmuebles.

II

El título se presentó en el Registro de la Propiedad número 19 de 
Madrid mediante telefax el 15 de diciembre de 2006, con asiento 180 del 
Diario 63; el correspondiente asiento fue posteriormente consolidado el 
27 de diciembre mediante la aportación de primera copia de dicha escri-
tura; y fue objeto de calificación negativa que a continuación se transcribe 
parcialmente:

«Calificado el precedente documento, el Registrador que suscribe 
suspende su inscripción, lo que se notifica al presentante y al Notario 
autorizante, no habiéndose tomado anotación de suspensión por no 
haberse solicitado:

1.º Hechos:…
En el titulo que se califica, la sociedad prestamista interviene repre-

sentada por Don Jonatan Galán Timbreza haciendo uso del poder confe-
rido a su favor mediante escritura otorgada ante el Notario de Coslada 
Don Vidal Olivas Navarro, el 20 de octubre de 2006, haciéndose constar 
que dicha escritura de poder se encuentra «pendiente de ser inscrita en el 
Registro Mercantil de Madrid».

2.º Fundamentos de Derecho:

Artículos 51.9.ªc del Reglamento Hipotecario y 94.5.º del Reglamento 
del Registro Mercantil.

Defecto subsanable.

Contra la precedente calificación puede interponerse recurso en el 
plazo de…

Madrid, 2 de enero de 2007.–El Registrador [Firma ilegible. Existe 
sello con el nombre y apellidos del Registrador]»

III

La calificación fue notificada al Notario autorizante de la escritura 
calificada el 2 de enero de 2007, según afirma el Registrador (y pretende 
justificar mediante el acompañamiento de copia del que denomina 
«reporter» de determinada comunicación mediante telefax); y el Notario 
recurrente se limita a manifestar que ha tenido conocimiento de dicha 
calificación, sin que haga referencia a fecha de notificación alguna.

Por escrito que tiene fecha de 1 de febrero de 2007, así como un sello 
del Servicio de Correos de 2 de febrero, que causó entrada en el Registro 
de la Propiedad el 6 de febrero, dicho Notario interpuso recurso contra la 
calificación en el que, alegó los siguientes argumentos:

1.º La escritura calificada contiene el pertinente juicio de suficiencia 
de las facultades representativas del apoderado.

2.º La nota de calificación que se recurre, dando por bueno el juicio 
de suficiencia del poder emitido por el recurrente, al que el funcionario 
calificador no pone objeción alguna, señala como único defecto subsana-
ble la falta de inscripción en el Registro Mercantil de la escritura de poder 
reseñada como título de la representación alegada, en base a los «artícu-
los 51.9.° del Reglamento Hipotecario y 94.5.° del Reglamento del Regis-
tro Mercantil» que se citan corno únicos fundamentos de derecho y sin 
otra explicación.

3.º Es cierto que el Reglamento Hipotecario (artículo 5 1.9.° in fine) 
exige como requisito de la inscripción que se expresen las circunstancias 
de la representación, las personales de identificación del representante, 
el poder que confiera la representación y «cuando proceda, su inscripción 
en el Registro correspondiente» y que el artículo 94.1.5.° del Reglamento 
del Registro Mercantil dispone que «en la hoja abierta a cada sociedad se 
inscribirán obligatoriamente. los poderes generales» excluyéndose expre-
samente de los poderes «concedidos para la realización de actos concre-
tos», pero estas disposiciones reglamentarias revelan, en principio, que la 
calificación recurrida en los términos en que ha sido formulada adolece 
de un planteamiento defectuoso o carencia de motivación jurídica en 
cuanto ni la nota de calificación ni la escritura calificada atribuyen al 
poder el carácter de general y, por tanto, de inscripción obligatoria en el 
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Registro Mercantil considerando que éste fuera requisito previo para la 
inscripción de aquélla en el Registro de la Propiedad.

4.º En todo caso, aún admitiendo que el relacionado poder fuera 
general y la obligatoriedad de su inscripción en el Registro Mercantil, 
debe rechazarse que la falta de ésta constituya defecto para fundamentar 
la calificación negativa que se recurre si se considera que el carácter obli-
gatorio de su inscripción no tiene en este caso valor constitutivo como 
requisito para la válida actuación del apoderado en el tráfico sino sólo 
como presupuesto de los efectos positivos y negativos de la publicación 
registral dimanantes de los principios de legitimación, fe pública, oponibi-
lidad y tracto sucesivo, en los términos de los artículos 7 a 11 del mismo 
Reglamento del Registro Mercantil. Así el artículo 4.2 de éste al tratar de 
la obligatoriedad de la inscripción se limita a decir que «la falta de inscrip-
ción no podrá ser alegada por quien esté obligado a procurarla», por lo 
que para que el defecto alegado fuese admisible debería tener un precepto 
similar al del artículo 383 del Reglamento Hipotecario, relativo a la previa 
inscripción en el Registro Mercantil de la constitución de sociedades mer-
cantiles para la inscripción en el de la Propiedad de títulos a su favor, o al 
del artículo 152 del Reglamento del Registro Mercantil al regular los efec-
tos de la inscripción de la delegación de facultades.

5.º En este sentido contrario a la nota de calificación se ha pronun-
ciado el Tribunal Supremo, que en la Sentencia de 27 de enero de 1997 
reconoce que la falta de inscripción del poder no afecta a «la validez de 
los actos y contratos realizados» y no supone «defecto de capacidad del 
transmitente, puesto que la inscripción no completa falta de capacidad 
alguna, ni en el poderdante ni el apoderado. La falta de inscripción sólo 
puede hacerse valer, en cuanto le favorezca, por quien contrató con el 
mandatario».

Asimismo, esta Dirección Registral ha declarado en Resolución de 21 
de Julio de 2003, en su Fundamento de Derecho 4.º que «Como tiene 
resuelto en reiteradas ocasiones [...] a propósito de cargos o representa-
ciones inscribibles; cfr. Resoluciones de 17 de diciembre de 1997, 23 de 
febrero de 200– la obligatoria inscripción en el Registro Mercantil (del 
título representativo) no es necesariamente requisito previo que condi-
cione la inscripción en el Registro de la Propiedad» de la escritura otor-
gada por un apoderado general no inscrito en el aquél.

6.º En último término, las facultades representativas del apoderado 
están amparadas por el juicio de suficiencia emitido por el recurrente y 
que el Registrador no discute, por lo que de admitirse el defecto alegado 
supondría la revisión de un juicio de suficiencia del que, sin embargo, no 
discrepa y una verdadera contradicción de la misma calificación.

IV

Mediante escrito con fecha 12 de febrero de 2007, el Registrador emi-
tió informe y elevó el expediente a este Centro Directivo (con registro de 
entrada el 14 de febrero de 2007). En dicho informe añade determinadas 
consideraciones que, aunque dicho funcionario calificador denomina 
«como adición a los argumentos y fundamentos de Derecho señalados en 
la nota de calificación recurrida», nada tienen que ver con los preceptos 
citados en dicha calificación como fundamentos de derecho y añaden 
determinadas objeciones relativas al juicio emitido por el Notario sobre la 
suficiencia de las facultades representativas acreditadas.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 103 de la Constitución, 1216, 1217, 1218 y 1259, del 
Código Civil; 18, 19 bis, 313, 322, 325, 326 y 327 de la Ley Hipotecaria; 18.2 
y 22.2 del Código de Comercio; 1, 17 bis, 23, 24 y 47 de la Ley del Nota-
riado; 58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común; 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social; artículo trigésimo cuarto de la Ley 
24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la productivi-
dad; artículos 51.9.ª c) del Reglamento Hipotecario; 94.1.5.° del Regla-
mento del Registro Mercantil; 143, 145, 164, 165 y 166 del Reglamento 
Notarial; las Sentencias del Tribunal Constitucional 87/1997, de 24 de 
abril, y 207/1999, de 11 de noviembre; las Sentencia del Tribunal Supremo 
de 24 de febrero de 2000 –Sala Tercera-y 27 de enero de 1997 –Sala de lo 
Civil–; las Sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de 28 de abril 
de 2004, de la Audiencia Provincial de Valladolid de 30 de junio de 2003 y 
30 de enero y 18 de marzo de 2004; de la Audiencia Provincial de Navarra 
de 22 de diciembre de 2004 y de la Audiencia Provincial de Córdoba de 24 
de enero de 2005; de la Audiencia Provincial de Valencia (Sección Sép-
tima) de 25 de octubre de 2006, entre otras posteriores, así como la Sen-
tencia de 22 de Noviembre de 2006 (Sección Cuarta), de la Audiencia 
Provincial de Santa Cruz de Tenerife; y las Resoluciones de 15 de julio de 
1954, 13 de mayo de 1976, 26 de octubre de 1982, 29 de abril de 1994, 10 de 
febrero de 1995, 12 de abril de 1996, 28 de mayo y 11 de junio de 1999, 3 de 
marzo de 2000, 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre y 8 

de noviembre de 2002, 23 de enero, 8 y 15 de febrero, 9 de abril, 3 y 11 de 
junio, 19 de julio, 29 de septiembre y 17 de noviembre de 2003, 11 de junio, 
14, 15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre y 
10 de noviembre de 2004, 2 y 10 de enero, 21, 22 y 23 de febrero, 5, 12, 14, 
15, 16 y 28 de marzo, 1 y 28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 20 (3.ª y 
4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª) de mayo, 17 de junio, 1 de agosto, 
12 (2.ª y 3.ª), 13, 22 (2.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 24 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 
4.ª), 27 (1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª y 5.ª), 28 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 29 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª) de 
septiembre y 4 y 15 –2.ª–de octubre de 2005 y 20 de enero, 30 y 31 de mayo 
y 9 de junio, 12, 13, 19, 20 y 27 de septiembre, 3, 4 y 25 de octubre, 10, 13, 
y 17 de noviembre, 16, 20 y 21 de diciembre de 2006 y 31 de enero, 14, 20 
y 28 de febrero, 30 de marzo, 2 de abril y 30 de mayo de 2007, entre otras.

1. En el presente caso el título calificado es una escritura de prés-
tamo con garantía hipotecaria en cuyo otorgamiento la sociedad presta-
mista está representada por un apoderado que acredita su representación 
mediante la exhibición de copia auténtica de una escritura de apodera-
miento cuyos datos se reseñan, con indicación del Notario autorizante, 
fecha de otorgamiento y número de protocolo.

Respecto de dicha escritura de poder el Notario autorizante expresa 
que se le exhibe copia auténtica pendiente de inscripción en el Registro 
Mercantil; y añade que de esa escritura, a su juicio y bajo su responsabili-
dad, resulta que el compareciente tiene facultades representativas sufi-
cientes para formalizar la presente escritura por cuanto que está expresa-
mente facultado para conceder toda clase de préstamos y aceptar toda 
clase de garantías reales sobre inmuebles.

El Registrador suspende la inscripción solicitada mediante una califi-
cación en la que se limita a expresar, como hecho, que el Notario hace 
referencia a esa falta de inscripción de la escritura de poder; y, como úni-
cos fundamentos de derecho, la cita de los artículos 51.9.ªc del Regla-
mento Hipotecario y 94.5.º del Reglamento del Registro Mercantil.

2. Como cuestión formal previa, cabe recordar que las normas regu-
ladoras del procedimiento de calificación registral excluyen inequívoca-
mente la posibilidad de una calificación con formalidades menores que 
las legalmente establecidas.

Como se ha señalado en las Resoluciones de 10 y 13 de noviembre
de 2006 y 31 de enero de 2007, una de las razones de la Ley 24/2001, de 27 
de diciembre, y de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, fue inyectar en el 
sistema registral garantías propias de un procedimiento administrativo –
cfr., por todas, Resolución de 20 de enero de 2006, y las que se citan en su 
Vistos-, como son la necesidad de que exista en todo caso calificación por 
escrito, haciendo desaparecer las calificaciones verbales; que no existan 
calificaciones sucesivas; que no se traslade la calificación a un momento 
posterior a ella misma, como sucedía con la hipertrofia del informe del 
registrador (que, con la motivación de la calificación, se emitía cuando 
recurría el interesado y sin que éste tuviera noticia de su contenido, pues 
no se le notificaba); que esa calificación se sujete a una estructura propia 
de acto administrativo –así, que se exprese ordenada en hechos y funda-
mentos de derecho y con pie de recurso (párrafo segundo, del artículo 19 
bis de la Ley Hipotecaria)–; que esa calificación se motive cuando sea 
negativa, de modo igual al que, para los actos administrativos, dispone el 
artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común; que se notifique en los términos de lo dispuesto en la este Ley 
(artículos 58 y 59); y, en suma, que con su proceder el Registrador se 
sujete a un procedimiento cuyo cumplimiento pueda serle exigible.

Por otra parte, y también a pesar de la doctrina sentada por este Cen-
tro Directivo en reiteradas Resoluciones (cfr., por todas, las de 23 de 
enero, 8 de febrero, 17 de noviembre de 2003, 6 de julio, 14, 15, 16, 17, 20, 
21 y 22 de septiembre, 14, 15, 19, 20, 21 y 22 de octubre de 2004 y 10 de 
enero de 2005), en este expediente debe abordarse, una vez más, la cues-
tión relativa al contenido y alcance del informe que el Registrador debe 
evacuar cuando se recurre su calificación (cfr. artículo 327, párrafo sép-
timo, de la Ley Hipotecaria).

A tal efecto, y como se ha puesto de relieve en las citadas Resolucio-
nes de este Centro, según criterio reiterado en otras muchas posteriores 
(vid., por todas, la de 31 de enero de 2007), debe recordarse que el 
momento procedimental, único e idóneo, en el que el Registrador ha de 
exponer todas y cada una de las razones que motivan su decisión de dene-
gar o suspender la práctica del asiento solicitado es el de la calificación 
(artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria) sin que, por consiguiente, hayan ser 
tenidas en cuenta por este Centro Directivo las que dicho funcionario 
pueda introducir en su informe, pues dicho trámite, como también ha 
declarado reiteradamente esta Dirección General, en modo alguno puede 
ser utilizado para agravar su calificación. En este caso, por cierto, hay que 
poner de relieve la muy escasa motivación de la calificación impugnada. 
Y a la vista de ello, para examinar el defecto invocado por el Registrador 
debe ahora atenderse, exclusivamente, al contenido de su calificación tal 
como ha sido formulada, sin tener en cuenta el contenido calificatorio 
que, incorrectamente, se incluye en su informe.
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3. Por ello, respecto de la cuestión de fondo planteada, limitado el 
recurso a las cuestiones que directa e inmediatamente se relacionan con 
la calificación impugnada (artículo 326 de la Ley Hipotecaria), debe ahora 
decidirse únicamente si es obstáculo a la inscripción de una hipoteca en 
garantía de un préstamo el hecho de que no se acredite la inscripción en 
el Registro Mercantil de la escritura de apoderamiento de la que derivan 
las facultades representativas de quien actúa en nombre de la sociedad 
prestamista.

Esta cuestión debe también resolverse según la reiterada doctrina de 
este Centro Directivo (cfr., por todas, las Resoluciones de 15 de febrero,
9 de abril, 3 de junio y 19 de julio de 2003, y 2 de enero y 5 de marzo
de 2005), y por tanto ha de entenderse que la circunstancia de que dicho 
título representativo no estuviera inscrito previamente en el Registro 
Mercantil, pese a la obligatoriedad de semejante inscripción cuando se 
trate de poderes generales (cfr. artículo 22.2 del Código de Comercio), no 
debe impedir la inscripción en el Registro de la Propiedad de la adquisi-
ción del derecho real de que se trate.

4. Por último, este Centro Directivo debe recordar una vez más
(cfr. las Resoluciones citadas en los Vistos) la obligación que tiene el 
Registrador de dar estricto y escrupuloso cumplimiento a la norma del 
artículo 19 bis, párrafo segundo, de la Ley Hipotecaria sobre la motiva-
ción jurídica de la calificación negativa; así como la obligación de ajustar 
su calificación al contenido de las resoluciones de este Centro Directivo 
cuando por ellas se hayan estimado recursos frente a la calificación, 
mientras no se anulen por los Tribunales mediante sentencia firme (ar-
tículo 327 de la Ley Hipotecaria), habida cuenta del carácter vinculante de 
tales resoluciones que ya había sido puesto de relieve por esta Dirección 
General y ha sido aclarado y reforzado mediante la modificación introdu-
cida en el artículo 327 de la Ley Hipotecaria por la Ley 24/2005, como ha 
recordado la Resolución de 10 de noviembre de 2006. Y se considera pro-
cedente dicha advertencia, por la trascendencia que la regularidad de la 
calificación negativa tiene, y las consecuencias del incumplimiento de 
dichas normas, ya sea en el ámbito estricto de la calificación, o bien en el 
plano disciplinario, en tanto en cuanto pueden existir causas que justifi-
quen la apertura de un expediente disciplinario, conforme al artículo 313, 
apartados B).b), B).k) y C), de la Ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 31 de mayo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 12321 RESOLUCIÓN de 31 de mayo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por Nueva Empresa de Montajes Industriales, 
S. A., contra la negativa del registrador mercantil de 
Badajoz, a inscribir el nombramiento de auditor de cuen-
tas de dicha sociedad.

En el recurso interpuesto por don José Moreno Guerrero, como Presi-
dente del Consejo de Administración de la sociedad «Nueva Empresa de 
Montajes Industriales, S. A.», contra la negativa del Registrador Mercantil 
de Badajoz, Don Juan Enrique Pérez y Martín, a inscribir el nombramiento 
de auditor de cuentas de dicha sociedad.

Hechos

I

Mediante acuerdo de Junta General Ordinaria de la sociedad «Nueva 
Empresa de Montajes Industriales, S. A.», celebrada en el domicilio social 
de la entidad el 29 de junio de 2006, se efectuó el nombramiento de audi-
tor de cuentas para el ejercicio social del año 2006. Los anuncios de con-
vocatoria de la referida junta fueron publicados en el diario regional 
«Hoy» y en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, los días 26 y 29 de 
mayo de 2006, respectivamente.

II

El 16 de noviembre de 2006 se presentó en el Registro Mercantil de 
Badajoz certificación del acta de la Junta General referida con las firmas 

legitimadas notarialmente; causó asiento número 4552 del Diario 38, y fue 
objeto de calificación negativa el 4 de diciembre de 2006, que a continua-
ción se transcribe parcialmente:

«… Hechos: …

Fundamentos de Derecho

1. El anuncio de convocatoria en el Boletín Oficial del Registro Mer-
cantil no cumple el requisito de haberse publicado por lo menos un mes 
antes de la fecha fijada para la celebración de la Junta General. Arts. 97 de 
la Ley de Sociedades Anónimas y artículo 5 del Código Civil –defecto 
insubsanable–.

En relación con la presente calificación:

Puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones…
Puede impugnarse directamente ante el Juzgado de lo Mercantil de 

esta capital…
Cabe interponer recurso en este Registro Mercantil para la Dirección 

General de los Registros y del Notariado en el plazo de…

Badajoz, a 4 de diciembre de 2006.–El Registrador. [firma ilegible y 
sello del Registrador Mercantil de Badajoz, don Juan Enrique Pérez y 
Martín].»

III

No consta acreditada la notificación de dicha calificación; y Don 
José Moreno Guerrero, como Presidente del Consejo de Administración 
de la sociedad «Nueva Empresa de Montajes Industriales, S. A.», en 
escrito que tuvo entrada en el Registro Mercantil de Badajoz el 10 de 
enero de 2007, manifiesta que la calificación le fue notificada el 27 de 
diciembre de 2006 e interpuso recurso contra la misma, con base en los 
siguientes argumentos:

1. En el propio título objeto de la calificación consta acreditado que 
el último anuncio de la convocatoria de la Junta General Ordinaria fue 
publicado en el BORME el 29 de mayo de 2006 y que ésta, en primera 
convocatoria, se celebró el 29 de junio siguiente, por lo que a simple vista, 
resulta claro el cumplimiento del plazo legal exigido por el artículo 97 de 
la Ley de Sociedades Anónimas en su nueva redacción.

Respecto del cómputo, el Tribunal Supremo en sentencias de 29 de 
marzo y 21 de noviembre de 1994, ha interpretado la norma legal en el 
sentido de que en el mismo ha de incluirse el día en que se publica la con-
vocatoria, es decir, sin descontar los días inhábiles y teniendo en cuenta 
como día inicial el correspondiente a la fecha de publicación del anuncio 
de convocatoria y excluyéndose el de celebración de la junta.

Esta postura jurisprudencial ha sido adoptada por esta Dirección 
General de los Registros y del Notariado en Resoluciones de 10 de julio y 
6 de noviembre de 1995, 15 de julio de 1998, 1 de junio de 2000 y 15 de 
noviembre de 2005.

La referida doctrina es aplicable al presente caso, sin perjuicio de la 
reforma operada por el artículo 97 de la Ley de Sociedades Anónimas, en 
cuanto a la exigencia de un mes entre la publicación del anuncio y la cele-
bración de la junta, por lo que, en este caso el «dies a quo» para su cóm-
puto es el mismo de la publicación de la convocatoria en el «BORME», es 
decir el 29 de mayo de 2006, fecha en que ya pudieron los socios ejercitar 
sus respectivos derechos, por lo que el 29 de junio en que tiene lugar la 
junta era día hábil para su celebración; de lo contrario se estaría exi-
giendo de facto un mes y un día por lo menos, lo que no exige la norma 
legal y donde la ley no distingue no se debe distinguir.

2. La anterior interpretación no es contraria a artículo 5 del Código 
Civil. La doctrina jurisprudencial ha declarado que una vez unificadas las 
normas relativas al cómputo de los plazos señalados por meses estableci-
dos en el artículo 5 de Título Preliminar del Código Civil, debe entenderse 
en el sentido de que el cómputo de fecha a fecha quiere decir que «si un 
mes empieza a contarse en determinada fecha, en la misma del mes 
siguiente comenzará un nuevo mes», o sea que el último día del plazo es el 
inmediatamente anterior (Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4.ª –sic– 
de 16 de junio de 1981).

3. Se alega en lo menester el principio de conservación de los actos 
procesales consagrados en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y concordantes.

IV
Mediante escrito de 1 de enero de 2007, el Registrador Mercantil elevó 

el expediente, con su informe, a este Centro Directivo, en el que causó 
entrada el 18 de enero de 2007.


